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La International Disability Alliance (IDA) ha preparado el siguiente análisis y sugerencia de preguntas para la elaboración de la lista de cuestiones sobre Túnez.

Introducción
Este análisis se ha realizado basándose exclusivamente en el informe de Estado que ha sido presentado por Túnez.

El presente informe pretende resaltar aquellas referencias incluidas en el informe que parecen ser incompatibles con la CDPD o si hay asuntos relevantes que no han sido mencionados en el informe.

No se ha buscado ninguna opinión por parte de las OPDs de Túnez para verificar si la información que parece estar en consonancia con la CDPD es exacta.

Por último, los anexos incluyen información acerca de los informes de Estado presentados al Comité de Derechos Humanos (PIDCP), al Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), al Comité de los Derechos del Niño y las observaciones finales relacionadas con la discapacidad del Comité CDN.

Cuestiones transversales
Hay un buen número de referencias a las ONGs tunecinas que trabajan para las personas con discapacidad y a las OPDs (organizaciones dirigidas por personas con discapacidad, especialmente organizaciones donde la base de los socios son personas con discapacidad a cargo de ellos mismos), que parecen haber sido consultadas en la producción de este informe. Sin embargo, no está claro que ONGs son realmente OPDs (véase también el comentario en virtud del artículo 29).

Si bien parece que Túnez ha hecho muchos esfuerzos para mejorar su legislación relativa a las personas con discapacidad, se puede ver todavía una presencia muy fuerte del enfoque del modelo médico (muchas referencias a la prevención, ver la definición de las personas con discapacidad, el artículo sobre el derecho a la salud, el predominio de los médicos en las comisiones regionales de discapacidad). También hay una fuerte preferencia por soluciones especializadas (transporte, escuela, etc.) centrándose mucho menos en garantizar la plena accesibilidad de los servicios generales, a pesar de tener una estrategia de accesibilidad muy completa.

No parece existir ningún entendimiento de las implicaciones del artículo 12 y se hacen muchas referencias a determinados derechos que están sujetos al consentimiento de los tutores.

Definición de discapacidad y de ajustes razonables
La definición de persona con discapacidad es claramente una definición del modelo médico sin hacer referencia a las barreras en la sociedad. Se refiere al impedimento permanente físico, mental y sensorial. Aunque hay algunas referencias a las personas con problemas de salud mental (en virtud del artículo 14 en particular), no está claro si las personas con discapacidad psicosocial están dentro de la definición de persona con discapacidad. No está claro cual es el criterio para que un individuo sea considerado discapacitado y por tanto, recibir un certificado de discapacidad; sólo los titulares de tarjetas de discapacidad son considerados como tal en la recolección de datos y estadísticas sobre las personas con discapacidad.

La definición de ajustes razonables confunde este concepto con la accesibilidad en general.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Están todas las personas con una discapacidad física, sensorial, intelectual o  mental/psicosocial cubiertas por la legislación que protege los derechos de las personas con discapacidad?
· ¿Cuál es la definición del Estado sobre impedimento "permanente"? ¿La aplicación del criterio de permanencia en la definición de quién es considerado para ser protegido por la legislación tiene como resultado la exclusión de determinados grupos de personas con discapacidad, por ejemplo las personas con discapacidad psicosocial? ¿Es esta explicación la razón de por qué la tasa de personas con discapacidad en Túnez (1,5%) es tan baja?

· ¿Cuál es el criterio relativo a la concesión de un certificado de discapacidad?
· ¿se recogen datos en relación a las personas con discapacidad que no han sido considerados elegibles para el certificado de discapacidad?

· ¿Existe una definición de ajustes razonables incorporada a la legislación que refleje la definición de la CDPD, que cubre las modificaciones necesarias y adecuadas y los ajustes más allá de la accesibilidad en general? Por ejemplo, ¿la ley prevé expresamente ajustes razonables en el lugar de trabajo o en la escuela, o en las agencias gubernamentales relacionadas con el público (como los tribunales, la policía e incluso las prisiones)?
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Diccionario - Ver diccionario detallado
1. nombre 

1. dirección

2. discurso

3. alocución

4. señas

5. habilidad

6. modales

7. súplica

8. título

2. verbo 

1. dirigirse

2. dirigir

3. dirigirse a

4. tomar la palabra

5. hablar a

6. entregar

7. poner la dirección en
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1. nombre 

1. sujeto

2. tema

3. asunto

4. asignatura

5. súbdito

6. caso

2. verbo 

1. someter

2. sojuzgar

3. dominar

3. adjetivo 

1. subyugado

Artículo 5: Igualdad y no discriminación
Hay una referencia a la protección contra la discriminación en la Ley 2005, pero no existe una legislación general contra la discriminación, ni hay prohibición general contra la discriminación en la Constitución de Túnez.

No hay ninguna referencia a la denegación de ajustes razonables como una forma de discriminación

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Están las personas con discapacidad protegidas contra toda forma de discriminación en todos los ámbitos de la vida?
· ¿La protección contra la discriminación cubre la denegación de ajustes razonables?
· ¿Dónde se afirma en la legislación que la denegación de ajustes razonables constituye una discriminación?
Artículo 6: Mujeres con discapacidad
Las estadísticas reflejan un bajo porcentaje de personas con discapacidad (1,5%), pero aún más sorprendente es que sólo un tercio de las personas con discapacidad son mujeres con discapacidad.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Por qué hay una tan baja proporción de mujeres con discapacidad reconocida en Túnez? ¿Cómo se recoge en la práctica la información sobre las mujeres con discapacidad?
· ¿Qué se está haciendo para combatir la discriminación múltiple por motivos de discapacidad y género, y para avanzar en el desarrollo y la igualdad de oportunidades para las mujeres y niñas con todo tipo de discapacidad? 
Artículo 7: Niños y niñas con discapacidad
No existen disposiciones especiales sobre la participación de los niños y niñas con discapacidad ni sobre su derecho a expresar sus puntos de vista. No hay información adecuada en relación a la edad que sea accesible para los niños con discapacidad.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Los niños con discapacidad tienen derecho a expresar sus puntos de vista sobre todos los asuntos que les conciernen, y se toman estos puntos de vista seriamente en consideración, en igualdad de condiciones con otros niños? ¿Los niños con discapacidad reciben apoyo adecuado en relación a la edad y la discapacidad en el ejercicio de estos derechos?
Artículo 8: Toma de conciencia

Aunque el material de sensibilización y la legislación se pone a disposición en árabe y francés, estos no están disponibles en versiones accesibles, incluida la lengua (s) de signos, Braille y el lenguaje sencillo.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Qué medidas están siendo adoptadas para garantizar que la Convención, el material de sensibilización y la legislación relacionada con la discapacidad y la no discriminación está disponible en versiones accesibles, incluida la lengua (s) de signos (s), Braille y el lenguaje sencillo?
Artículo 9: Accesibilidad
No hay ninguna indicación sobre un plan para eliminar las barreras existentes dentro de un plazo razonable.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Existe un plan nacional de accesibilidad para eliminar todas las barreras existentes dentro de un plazo razonable? 
Artículo 10: Derecho a la vida
No hay ninguna indicación sobre las medidas de protección contra las prácticas médicas y otras prácticas que podrían conducir a la muerte de personas con discapacidad.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Está el Estado protegiendo a las personas con discapacidad de las prácticas médicas y otras prácticas que podrían conducir a la muerte de personas con discapacidad?
· ¿Qué medidas se están tomando para investigar eficazmente las muertes en el hogar y las instituciones (instituciones residenciales y hospitales) en relación con las personas con discapacidad?
Artículo 12: Igual reconocimiento como persona ante la ley
Hay una clara falta de comprensión sobre las implicaciones del artículo 12, la ley tunecina permite que un individuo sea privado de su capacidad jurídica, o para que esta pueda ser restringida y ejercida por un tercero. No hay información sobre el apoyo disponible para asegurar que un individuo puede ejercer su capacidad jurídica de acuerdo a su voluntad y preferencias, ni tampoco hay ninguna mención de las salvaguardias para garantizar que la voluntad de una persona y las preferencias son respetadas por las personas que ofrecen el apoyo y otros.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿La legislación actual prevé la posibilidad de restringir la capacidad de las personas con discapacidad, tales como el derecho a tomar decisiones personales, debido a su discapacidad o por la diversidad funcional en la capacidad de tomar decisiones, denominada a veces como "capacidad funcional", "capacidad mental" o "capacidad contractual"? Si es así, ¿qué medidas, si existen, ha emprendido el Estado para cambiar esta legislación y armonizarla con las disposiciones de la CDPD?
· ¿Qué formas de tutela existen en la actualidad? ¿A una persona sujeta a tutela (en sus diversas formas) qué cosas se le impide hacer por su cuenta (por ejemplo, hacer contratos, votar, contraer matrimonio, toma de decisiones sobre la salud, el acceso a un tribunal, etc)?
· ¿Qué otras medidas existen además de la tutela y que restringen el derecho de una persona a tomar decisiones (por ejemplo, disposiciones en la legislación de salud mental, ley sobre familia, derecho de voto, etc, que consideran a una persona inelegible para tomar sus propias decisiones o realizar actos jurídicos en un área específica)?
· ¿Qué se está haciendo para eliminar estas medidas y garantizar el reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad al igual que otros, así como, proporcionar apoyo para ejercer esa capacidad, de acuerdo a la voluntad y las preferencias de la persona?
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· juntar

Artículo 13: Acceso a la justicia
Si bien hay una referencia a la interpretación de la lengua de signos, la amplitud de las obligaciones derivadas del artículo 13 no es reconocida, incluyendo el modo en que los procedimientos judiciales son accesibles a las personas con discapacidad.
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Traducir cualquier sitio web

· Marmiton.org-Francia

· OneIndia-hindi

· Elle-Francia

· Vogue-Francia

· Gotujmy.pl-polaco

· Yomuiri Online-Japón

· Onet.pl-polaco

· Bild.de-Alemania

· 盆栽-Japón

· Nord-Cinema-Francia

· Zamalek Fans-árabe

· Tom.com-China

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Puede una persona con una discapacidad auditiva beneficiarse de bucles de inducción y otros equipos técnicos necesarios para la comunicación?
· ¿Existen disposiciones en vigor que prevén ajustes de procedimiento para permitir la investigación y el testimonio de una persona con discapacidad intelectual?
· ¿Existe la comunicación alternativa y aumentativa y la asistencia en la formulación de preguntas de manera que sean entendidas por la persona y para asegurar que la persona es entendida por los empleados en el tribunal?
· ¿Existen ajustes en el proceso dirigidos a las personas con discapacidad psicosocial, sujetos a los deseos y al desarrollo propio de la persona para satisfacer las necesidades individuales?
Artículo 14: Libertad y seguridad de la persona
El informe se refiere a la posibilidad de ingresar a una persona en una institución especializada en base a la voluntad de la persona con discapacidad o su tutor. No hay información sobre lo que este procedimiento de ingreso implica - si se trata de la decisión de un juez y si una persona institucionalizada puede impugnar su ingreso.

No hay ninguna referencia a la privación de libertad por motivos de discapacidad psicosocial.

El Alto Comité sobre los derechos humanos y las libertades fundamentales de Túnez (institución nacional de derechos humanos que no tiene ningún ICC) ha solicitado la supervisión de la situación en las instituciones especializadas.
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Cuestiones que hay que abordar:
· ¿La legislación actual prevé la privación de libertad por motivos de discapacidad, incluida la discapacidad psicosocial, ya sea solo por este motivo o en combinación con otros motivos, tales como la necesidad de atención y tratamiento o la probabilidad de daño a sí mismo o a los demás? Si es así, ¿Se están tomando medidas para derogar o anular esta legislación?
· ¿Cuál es el criterio para ingresar a una persona con una discapacidad en una institución especializada? ¿Cuál es el proceso para impugnar las decisiones sobre la institucionalización? ¿Pueden desviarse los recursos desde las instituciones a la prestación de servicios en la propia casa de la persona, para satisfacer las necesidades individuales?
· ¿Se están adoptando medidas para garantizar que el ingreso en una institución especializada no pueda ser realizada por un tutor?
Artículo 15: Protección contra la tortura y otros tratos a penas crueles, inhumanos o degradantes
No se hace referencia a la intervención médica forzada que equivale a los malos tratos, incluido el consentimiento en nombre de una persona por su tutor. Sin embargo, hay una referencia a la experimentación médica permitida, si se da el consentimiento del individuo o su tutor.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Están las personas con discapacidad incluidas en las estrategias nacionales para prevenir la tortura, incluidas las personas que viven en instituciones?
· ¿Qué medidas se están adoptando para garantizar la prohibición de los malos tratos como resultado de los experimentos médicos o científicos no consentidos? ¿qué se está haciendo para modificar la ley que permite realizar experimentos médicos o científicos cuando se da el consentimiento en nombre de un individuo por su tutor?
· ¿La legislación permite algún tipo de intervención forzada relacionada a una discapacidad, tal como el tratamiento obligatorio de salud mental? Si es así, ¿Está el Estado planificando cambiar esta legislación con el fin de ajustarla a la CDPD?
Artículo 16: Protección contra la explotación, la violencia y el abuso
No hay información sobre el alto riesgo de las personas con discapacidad a sufrir violencia y abuso (en particular mujeres y niños, y personas internadas en instituciones).

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Qué medidas se están adoptando para abordar el alto riesgo que sufren las niñas y las mujeres con discapacidad de ser víctimas de violencia y abuso, incluido el que se produce en las instituciones y en el entorno del hogar? ¿De qué recursos disponen las víctimas contra los autores que son actores estatales o particulares? Sírvanse proporcionar información sobre el número de casos abiertos a este respecto y el número de condenas pronunciadas especificando las sanciones aplicadas. ¿Qué medidas se están adoptando para garantizar que tanto los servicios como la información a las víctimas son accesibles a las mujeres y las niñas con discapacidad?
Artículo 17: Protección de la integridad personal
El informe se refiere a la protección de las personas con discapacidad contra la experimentación médica no aceptado por la persona con discapacidad o su tutor. Pero no se mencionan las sanciones que se aplican a los autores, o los recursos para las víctimas de la intervención no consentida. Tampoco hay una referencia general a las intervenciones médicas o de otro tipo, además de la experimentación médica, realizadas sin el consentimiento libre e informado.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Cómo está el Estado planeando modificar la legislación para abolir la autorización de terceros para las intervenciones médicas y de otro tipo realizadas en contra de la voluntad de la persona o sin el pleno consentimiento libre e informado proporcionado por la persona en cuestión?
· ¿Qué medidas se han establecido para proteger contra este tipo de intervenciones? ¿Cuál es su nivel de efectividad?
· ¿Existe una ley que prohíba el uso de la retención y el tratamiento forzoso en los servicios de salud mental? ¿Qué protocolos y formación existen para garantizar que las personas no sean objeto de retención ni de tratamiento forzoso?
Artículo 19: Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad
Se incluye Información acerca de la posibilidad de que las personas con discapacidad puedan beneficiarse de servicios de salud y rehabilitación en el hogar con el fin de permanecer en su entorno familiar, pero no hay ninguna referencia específica a la ley (o leyes) en la que esta posibilidad se contemple, ni los criterios para beneficiarse de estos servicios, por ejemplo, si es necesario estar en un entorno familiar o si es posible para una persona que vive por su cuenta beneficiarse de estos servicios. No hay información sobre si estos servicios también incluyen la prestación de asistencia personal para apoyar la vida cotidiana y promover la propia autonomía.

Hay una referencia en el párrafo 163 del informe del Estado en la que se especifica que, bien el individuo o su tutor pueden solicitar la colocación en una familia de acogida, pero no está claro si esta decisión, si es tomada por un tutor, debe respetar las voluntades y las preferencias de la persona en cuestión.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿En qué ley se inscribe que las personas con discapacidad puedan beneficiarse de los servicios de salud y rehabilitación en el hogar? ¿Cuál es el criterio para poder beneficiarse de estos servicios? ¿Estos servicios se extienden a la prestación de asistencia personal para que las personas con discapacidad, que así lo requieren puedan vivir el día a día, en virtud de esta ley o cualquier otra ley? Si es así, ¿Está especificado en la ley que la asistencia personal es efectiva sólo en el caso de que una persona así lo desee, y de manera que garantice la autonomía de las personas con discapacidad?
· ¿Cuentan las personas con discapacidad con los servicios de apoyo necesarios para realizar su elección de cómo quieren vivir en la comunidad, independientemente de si deciden vivir con su familia (si lo tienen) o no?
· ¿Existe un tercero (tutor o familiar) autorizado para tomar la decisión de institucionalizar a un niño o un adulto con una discapacidad en una institución o familia de acogida, independientemente de las voluntades y las preferencias de la persona en cuestión? ¿Cómo se garantiza por ley que la voluntad y las preferencias de un niño o un adulto con discapacidad serán tenidas en cuenta para orientar las decisiones relativas a la organización de su vida?
Artículo 21: Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información
Si bien hay referencias a programas de televisión con subtítulos y lengua de signos, no se hace referencia en esta sección al reconocimiento oficial del lenguaje de signos, ni al acceso a la información pública en Braille, en formato accesible de audio u otro tipo de formato. No hay información sobre si las páginas web cumplen con los estándares de la Web Accessibility Initiative, o si la legislación nacional sobre derechos de autor permite el acceso a la información para las personas con discapacidad que requieren formatos alternativos.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Qué medidas se están tomando para el reconocimiento oficial de la lengua de signos?
· ¿Las personas con discapacidad tienen acceso a la información pública en formatos alternativos (como Braille, audio u otros formatos accesibles) sin costo alguno y de manera oportuna?
· ¿Las personas con discapacidad intelectual tienen derecho a obtener información en un lenguaje sencillo?
· ¿Los sitios web de los organismos que ofrecen servicios o información al público son compatibles con las normas de la Web Accessibility Initiative (WAI)?
· ¿La legislación nacional sobre derechos de autor prevé excepciones y limitaciones a los derechos de autor para que el material impreso esté disponible y accesible para las personas con discapacidad visual?
Artículo 22: Respeto a la privacidad
No hay información sobre el respeto a la vida privada de las personas que viven en instituciones.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿La privacidad de las personas con discapacidad que viven en instituciones grandes o pequeñas, o que dependen de un alto nivel de servicios de apoyo está respetada en igualdad de condiciones con la privacidad de otras personas en la población general?
· ¿La legislación relativa a la privacidad de los registros médicos protege adecuadamente el derecho a la privacidad de las personas con discapacidad? ¿Las personas con discapacidad tienen derecho a ver y corregir sus registros médicos, incluidos los registros de salud mental?
Artículo 23: Respeto del hogar y de la familia
Hay una referencia al matrimonio con el consentimiento del tutor
No hay información sobre los derechos de los padres de las personas con discapacidad privadas o no de su capacidad jurídica. No hay información sobre las decisiones sobre el ingreso de los niños en instituciones. No hay información sobre la prohibición del aborto o la esterilización forzosos de las personas con discapacidad.

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Hay alguna limitación directa o indirecta (por ejemplo, la necesidad de un certificado de salud) que deben enfrentar las personas con discapacidad que quieren casarse?
· ¿Pueden las personas con discapacidad que están restringidas o privadas de su capacidad legal ejercer su patria potestad?
· ¿Pueden las personas con discapacidad ser privadas de la patria potestad en razón de su discapacidad?
· ¿Los niños con discapacidades están protegidos contra el internamiento involuntario en función de su discapacidad? ¿Pueden los padres institucionalizar a sus hijos? ¿Pueden los jueces decidir que es en el mejor interés del niño el internamiento en una institución psiquiátrica o similar?
· ¿Impide la legislación cualquier medida sobre el aborto o la esterilización forzosa impuesta a las mujeres y las niñas con discapacidad?
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Artículo 24: Educación 

La Ley No 2002-80 sobre educación y escolarización no incluye una prohibición expresa de la discriminación por motivos de discapacidad (si bien la ley prohíbe específicamente la discriminación por razón de sexo, clase social, raza o religión, véase el párrafo 66 (a), del informe del Estado).

Parece que hay una atención insuficiente a la educación inclusiva. Gran parte de la educación especializada es proporcionada por las ONGs, lo que parece indicar que la mayoría de las organizaciones no gubernamentales de y para personas con discapacidad actúan como proveedores de servicios, obteniendo financiación por parte del Estado. 

Sería importante saber si la enseñanza se imparte a todos los niños con discapacidad intelectual, ya que sólo se menciona a aquellos con discapacidad intelectual leve. 

El artículo 24 de esta Ley establece que "el Estado velará por que existan las condiciones apropiadas para permitir que los niños con discapacidad y los que no pueden recibir una educación y formación en el sistema ordinario, reciban enseñanza adecuada, educación especial y rehabilitación profesional adecuada a sus necesidades específicas". 

Existe un doble sistema de educación, uno que se ejecuta por el Ministerio de Educación, y otro por el Ministerio de Asuntos Sociales. Este último abarca a los niños que no pueden tomar parte en el sistema escolar general y que participan en el sistema de educación especial. No está claro cuántos niños participan, cuáles son los criterios para no poder asistir a la escuela general y cuál es su discapacidad. 

El Gobierno financia a las asociaciones con material y técnicamente para gestionar estos centros de educación especial. No queda claro hasta qué edad los niños asisten a estas escuelas/centros especiales, y si las calificaciones obtenidas en las escuelas/centros especiales, permiten a los niños continuar con su educación superior. 

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Qué medidas se están adoptando para integrar todos los programas educativos en el sistema escolar bajo la responsabilidad del Ministerio de Educación, incluido amalgamar los presupuestos, y adoptar políticas  prioritarias y la legislación que promueva la inclusión de todos los estudiantes en un sistema de enseñanza general? 
· ¿Hasta qué edad pueden los niños con discapacidad asistir a escuelas/centros especiales y dependientes del Ministerio de Asuntos Sociales? ¿Qué título o títulos se otorgan al final de la educación en una escuela/centro especial? ¿Los niños con discapacidad que han terminado sus estudios en una escuela/centro especial son elegible para continuar con su educación superior? 
· ¿Cuál es el criterio que determina si los niños con discapacidad pueden asistir a escuelas generales o si sólo tiene la opción de asistir a una escuela/centro especial gestionada por el Ministerio de Asuntos Sociales? ¿Qué órgano determina esto? 
· ¿Cuántos niños participan en la escolarización en escuelas/centros especiales? ¿Cuántas escuelas/centros especiales existen? 

Artículo 25: Salud
Esta sección se centra en la prevención de la discapacidad y los problemas de salud relacionados con la discapacidad, se hacen muy pocas referencias al acceso general a los servicios de salud. No hay información sobre salud sexual y reproductiva, ni sobre los criterios para el tratamiento, es decir, si el tratamiento se basa en el consentimiento libre e informado, y si puede ser determinado en nombre de un individuo por su tutor. 

Hay una referencia al examen médico obligatorio antes del matrimonio, lo que podría ser discriminatorio desde el punto de vista de la discapacidad. 

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Cómo se protege a las personas con discapacidad contra la discriminación con respecto a la prueba médica obligatoria antes del matrimonio? 
· ¿La legislación de salud general protege a las personas con discapacidad de la discriminación en el acceso a todos los servicios de salud, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva? 
· ¿Asegura la legislación que las personas con discapacidad reciben tratamiento médico basado en su consentimiento libre e informado y que el tratamiento no se proporciona sin su consentimiento? ¿O puede consentir ser sustituido por un tercero, como un tutor? 
· ¿Los servicios de salud general respetan los derechos de las personas con discapacidad, incluidas todas las cuestiones relacionadas con la accesibilidad (la lengua de signos, la información en formatos alternativos como el Braille y el lenguaje sencillo, accesibilidad)? 
· ¿Están los médicos y otros profesionales de la salud formados sobre los derechos de las personas con discapacidad? 

Artículo 27: Trabajo y empleo 

Hay una amplia gama de medidas, pero no una protección clara contra la discriminación y no se refiere a los ajustes razonables. 

La ONG que representa a los personas con discapacidad intelectual propone la creación de talleres protegidos, que "siguen siendo el mejor ambiente para integrar a estas personas". 

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿La ley general del empleo protege a las personas con discapacidad de la discriminación, incluida la denegación de ajustes razonables, y el acoso en todas las etapas de trabajo? 
· ¿Qué programas existen para garantizar que las personas con discapacidad pueden elegir por sí mismos su vocación y recibir el apoyo educativo necesario y la capacitación, para poder acceder a un trabajo y tener salarios y condiciones de trabajo iguales a los de otras personas? 
· ¿Está el Gobierno de Túnez planeando promover la creación de talleres protegidos? en caso afirmativo ¿qué medidas se están tomando para garantizar que los talleres protegidos pagarán salarios equivalentes a las industrias generales similares? ¿Cómo se va a garantizar que los talleres protegidos están abiertos a los individuos de acuerdo a su voluntad y sus preferencias, y no se impondrá o constituirá una etapa obligatoria para las personas con discapacidad que deseen acceder al empleo? ¿Qué medidas se tomarán para garantizar que esto no sustituirá las oportunidades de las personas con discapacidad a acceder a un empleo en un ámbito general? 
· ¿Ofrece el sector público un buen ejemplo a través del empleo de personas con discapacidad en todos los tipos de puestos de trabajo? 

Artículo 29: Participación en la vida política y pública
Hay una interesante referencia en este apartado que indica que dos organizaciones no gubernamentales (sobre discapacidad intelectual y visual) prevén en sus estatutos la representación de las personas con discapacidad en sus estructuras. 

No hay información sobre si las personas con discapacidad, tanto los privados o restringidos de su capacidad legal como los que no, son capaces de votar y de asociarse en igualdad de condiciones con los demás. 


Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Todas las personas con discapacidad tienen derecho a votar, a ser elegido, y a realizar un servicio público en igualdad de condiciones con los demás? ¿Hay alguna restricción de estos derechos y obligaciones por motivos de discapacidad, entre otras cosas mediante la privación o restricción de la capacidad legal? 
· ¿Las personas con discapacidad tienen derecho a constituir asociaciones en igualdad de condiciones con los demás, o se trata de un derecho restringido en modo alguno por motivos de discapacidad, entre otras cosas mediante la restricción de la capacidad legal? 
· ¿La ley electoral general asegura que todas las estaciones electorales son físicamente accesibles y que los materiales de votación son accesibles para personas ciegas, lo que les permite emitir su voto por si mismos? 
· ¿La ley electoral general permite que las personas con discapacidad, que así lo decidan, puedan emitir su voto con el apoyo de una persona de su elección? 
· ¿El Estado presta apoyo para la creación de asociaciones independientes de  personas con discapacidad? 

Artículo 30: Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte
No hay información sobre la accesibilidad de los museos, sitios arqueológicos, estadios y otros centros de recreo o deportivas, tanto en términos de medio físico como de acceso a la información (Braille, dispositivos de asistencia, etc.) No hay indicación sobre si la legislación sobre los derechos de autor permite el acceso a la información para las personas con discapacidad que requieren formatos alternativos. 

Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Cómo es la accesibilidad en los lugares de interés cultural como museos, sitios arqueológicos, bibliotecas y otros centros recreativos o deportivos para las personas con discapacidad, tanto en términos de entorno físico como la accesibilidad de la información y las comunicaciones (a través del uso de Braille, letra grande, lenguaje sencillo, información visual, información de auditiva, dispositivos de ayuda auditiva, tales como sistemas de aumento auditivo, etc.)? 

Artículo 33: Aplicación y seguimiento nacionales
El Alto Comisionado para los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de Túnez ha aceptado ser la estructura independiente de control nacional. El Alto Comisionado no tiene el estatuto previsto por la ICC, lo que significa que no cumple con los Principios de París. 

No se proporciona información sobre los recursos adicionales (y know.how) asignados para hacer este trabajo y tampoco hay referencia sobre cómo el Alto Comisionado implicará a las OPDs en su labor. 


Cuestiones que hay que abordar:
· ¿Qué medidas se han adoptado para garantizar que la vigilancia de la CDPD es realizada por una estructura de supervisión nacional independiente?
· ¿Qué medidas se han adoptado para garantizar que el Alto Comisionado cumple con los requisitos de los Principios de París?
· ¿Cómo se integrarán a las personas con discapacidad y las OPD en el órgano de vigilancia nacional de la CDPD?
· ¿Qué medidas se han adoptado para asignar recursos adicionales para llevar a cabo una supervisión independiente de la CDPD? 

Anexo I: Información sobre educación de niños con discapacidad incluída en el informe de Túnez presentado al Comité de Derechos Humanos (presentado en Abril 2007 y discutido en 2008)
340. Por otra parte, se asigna una atención particular a los niños con discapacidad, al permitirles seguir su escolaridad en condiciones normales y en instituciones especializadas, en virtud del acuerdo común entre los Ministerios de Asuntos Sociales, Solidaridad y Tunecinos en el Extranjero, de Educación y Formación, de Salud Pública y de Asuntos de la Mujer, la Familia, la Infancia y la Tercera Edad. Este acuerdo, concertado el 11 de mayo de 1994, fija las condiciones para la creación de centros especializados en educación y formación, así como las modalidades de su organización y gestión.

341. Además, se promulgó la Ley de orientación N° 2005-83, de 15 de agosto de 2005, relativa a la promoción y la protección de las personas con discapacidad, con miras a asegurar los principios de igualdad de oportunidades y no discriminación. En ese contexto, el artículo 24 de esta ley dispone que "el Estado vela por garantizar las condiciones adecuadas para que los niños discapacitados y que no puedan recibir una enseñanza y formación dentro del sistema ordinario, puedan recibir una enseñanza apropiada, una educación especializada y una rehabilitación profesional adecuada a sus necesidades específicas". Se ha elaborado un programa de integración de los niños con discapacidades en los establecimientos escolares ordinarios, conocido como la "estrategia nacional de integración escolar de niños con discapacidad". Este programa nacional se inauguró en el año escolar 2003/04, y participan en su aplicación los Ministerios de Educación y Formación, de Salud Pública y de Asuntos Sociales, Solidaridad y Tunecinos en el Extranjero. Iniciado en 126 escuelas, este programa se ha ampliado actualmente a una cifra de más del doble.

342. De hecho, la atención preescolar del niño se presta en los jardines infantiles ordinarios o, en su defecto, en centros especializados. Las clases preparatorias reciben a niños con discapacidades cuando se considera que reúnen las condiciones para estar escolarizados en la enseñanza ordinaria. El Estado ha hecho un esfuerzo considerable por dotar a las escuelas integradoras de los medios humanos y materiales necesarios para ofrecer un entorno escolar accesible y un contenido pedagógico adecuado.

343. Cuando los niños no pueden ser escolarizados debido a su grado de discapacidad, se ocupan de ellos establecimientos especializados en educación, readaptación y formación profesional de discapacitados. En virtud de la Ley Nº 2001-3, de 3 de enero de 2001, se publicó un pliego de condiciones que fija las modalidades de creación de esos establecimientos. Tales centros dispensan una atención global que asocia los aspectos de asistencia médica, psicológica, social, educativa, escolar, profesional y de ocio en beneficio de los discapacitados. Tales actividades apuntan a la realización y el desarrollo de todas las posibilidades intelectuales, afectivas y físicas de los discapacitados. Les permiten adquirir un máximo de autonomía en los actos de la vida cotidiana, para asegurar su integración social. Las actividades de los centros especializados dependientes de asociaciones están financiadas principalmente por las

subvenciones del Estado y la contribución de las Cajas de Seguridad Social.

Anexo II: Información incluída en la sección relativa al Artículo 23 de la CDN en el informe de Túnez presentado al Comité CDN (presentado en Noviembre 2008, discutido en Mayo 2010) 
190.
En las observaciones finales que formuló al concluir el examen del segundo informe periódico de Túnez, "el Comité, si bien acoge con satisfacción la amplia legislación en materia de niños con discapacidad y sus derechos a una educación adecuada, la rehabilitación y la capacitación, lamenta que solamente un reducido número de niños con discapacidades leves pueda asistir a los centros educativos normales.  El Comité toma nota de la declaración formulada por la delegación, según la cual se está ultimando una estrategia para la integración y la formación profesional de los niños con discapacidades, así como un estudio sobre las causas de éstas.  

El Comité insta al Estado parte a que: 

(a)Revise las medidas y prácticas vigentes en relación con los niños con discapacidad, teniendo debidamente en cuenta las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad (resolución 48/96 de la Asamblea General) y las recomendaciones del Comité aprobadas el día de su debate general (véase el documento CRC/C/69);

(b)Haga mayores esfuerzos para promover los programas comunitarios de rehabilitación y la educación integradora; 

(c)Haga mayores esfuerzos en la esfera de la prevención, revisando, entre otras cosas, los programas y las medidas en la esfera de la salud relacionadas con el embarazo, el nacimiento y la salud infantil; y 

(d)Solicite asistencia, entre otros, al UNICEF, la OMS y las ONG pertinentes" (ibíd., párrs. 35 y 36).  

1.
Medidas adoptadas para reforzar los programas de prevención de la discapacidad

191.
En los informes anteriores se indicaban las medidas adoptadas por las autoridades públicas para prevenir la discapacidad.  Se trataba, entre otras, de actividades encaminadas a la detección precoz en el entorno social y escolar mediante el establecimiento de unidades regionales de rehabilitación (URR), la creación de diversas instituciones (Instituto de promoción de los discapacitados, Instituto de salud y seguridad profesional) y la obligación de someterse a un examen médico un año antes de la escolarización.

192.
Estas actividades corren a cargo de las partes interesadas, en particular del Ministerio de Salud Pública, que sigue invirtiendo en la capacitación del personal y en la actualización de sus conocimientos para que pueda asumir esa tarea en las mejores condiciones (sesiones de formación para el personal de las URR).

193.
Cabe destacar la creación, en 2006, de dos unidades de rehabilitación y reeducación en Kasserine y Kef, lo que elevó a 24 el número de URR.  Ese año las URR prestaron más de 79.856 servicios.

2.
Medidas adoptadas para favorecer la integración escolar y social de los niños con discapacidad 

2.1.
Integración escolar de los niños con discapacidad

194.
Las autoridades públicas pusieron en marcha, a partir del curso escolar 2003/04, una estrategia nacional para la integración total o parcial de los niños con discapacidad en las escuelas.  Esta estrategia tiene por objetivo la integración anual de 600 niños en 120 escuelas primarias mediante medidas de apoyo adecuadas a nivel médico, pedagógico y social, hasta alcanzar su plena escolarización en 2015.

195.
Se pretende la integración total de los niños con discapacidad leve que, con medidas concretas de apoyo, pueden continuar sus estudios en condiciones completamente normales.  Se pretende la integración parcial de los niños con discapacidad media que, gracias a una mayor movilización de todos los participantes, a la creación de clases especiales y al suministro de un equipo adaptado a sus necesidades, pueden realizar progresos significativos, en particular en lo que respecta a su socialización.  

196.
El programa nacional de inserción escolar de los niños con discapacidad en las escuelas ordinarias permitió la integración de 4.060 niños con discapacidad entre 2003 y 2007, distribuidos del siguiente modo:

-
3.141 alumnos en el primer ciclo de enseñanza básica;

-
478 alumnos en el segundo ciclo de enseñanza básica;

-
441 alumnos en la enseñanza secundaria.

197.
En el curso escolar 2006/07, el número de aulas para cursos preparatorios aumentó a 82, con capacidad para acoger a otros 75 niños con discapacidad remitidos por las URR.

2.2.
Integración de los niños con discapacidad en los centros de educación especial
198.
Los niños con discapacidad profunda a los que resulta difícil integrar en los establecimientos escolares son remitidos a centros de educación especial que, en gran medida, son financiados por asociaciones.  El número de centros de este tipo aumenta constantemente:

-
En 2004 había unos 211 centros:  107 para discapacitados mentales, 46 para sordomudos, 15 para invidentes, 27 para niños con discapacidad múltiple, 14 para niños con discapacidad motriz y 2 para niños con discapacidad profunda;

-
El número de centros aumentó hasta los 246 en 2006 y hasta los 250 en 2007.

-    Estas instituciones ofrecen servicios de educación especial y rehabilitación en los ámbitos pedagógico, profesional y afectivo, para reforzar las competencias de los niños y enseñarles a valerse por sí mismos.

199.
En ese contexto, el Ministerio de Asuntos Sociales, Solidaridad y Tunecinos en el Extranjero (MASSTE) se esfuerza por aumentar el índice de cobertura de los centros de educación especial en las zonas adscritas a las delegaciones.  El objetivo es alcanzar un índice del 80% para 2009, aumentando la red de asociaciones que se ocupan de los discapacitados y el número de instituciones públicas especializadas con el fin de responder a las necesidades en materia de prótesis sensoriales y asistencia técnica.

200.
Asimismo, hay más de 5.795 niños con discapacidad (menores de 14 años) inscritos en centros de educación especial.

2.3.
Integración social de los niños con discapacidad 

201.
En la esfera de la animación cultural y deportiva, cabe señalar que hay 4.042 niños con discapacidad afiliados a 135 federaciones deportivas de discapacitados que realizan actividades deportivas, 125 de los cuales pertenecen al equipo nacional de atletismo.  De ese total, 70 discapacitados son considerados deportistas de élite.

202.
Los discapacitados también tienen derecho a acceder a la sociedad de la información.  Con este fin, se han creado numerosas dependencias de TIC para enseñar a los niños con discapacidad a servirse de un ordenador y a utilizar programas educativos.  A este respecto, el proyecto E- Handicapés refleja esa voluntad de instaurar el principio de igualdad de oportunidades.  En este sentido, el MASSTE ha establecido 24 dependencias de educación social para niños con discapacidad, es decir, una por gobernación.  Esas dependencias están adaptadas a las necesidades específicas de las personas con discapacidad.  Tienen por objeto ofrecer apoyo escolar, con métodos simplificados, a los niños con discapacidad que no puedan -en determinados casos- acudir a la escuela.

203.
Para que los servicios administrativos sean más accesibles a las personas con discapacidad, se han establecido 12 oficinas de servicios informáticos y comunicaciones en diversas regiones.

Anexo III: Observaciones finales adoptadas por el Comité CDN en su sesión de 2010 
Niños con discapacidad

49.
El Comité encomia al Estado parte por la aprobación de la Ley de orientación, de 15 de agosto de 2005, y la posterior revisión de su marco jurídico. El Comité observa con satisfacción que desde la adopción por el Estado parte de la política de recibir a los niños con discapacidad en las escuelas normales, el número de alumnos con discapacidad que asisten a las escuelas normales se ha más que cuadruplicado. Sin embargo, preocupa al Comité que la aplicación de esta política siga siendo demasiado lenta para alcanzar las metas establecidas y que la integración de los niños con discapacidad en las escuelas normales no se acompañe de campañas de sensibilización suficientes y de una capacitación adecuada del personal docente.
50.
El Comité recomienda al Estado parte que:

(a)Adopte todas las medidas necesarias para garantizar la aplicación de las leyes que brindan protección e igualdad de acceso a la educación, la formación profesional, el empleo y la vida social y pública a los niños con discapacidad, teniendo debidamente en cuenta las consideraciones de género;

(b)Haga todo lo posible para proporcionar a todos los niños con discapacidad programas y servicios integradores adecuados y vele por que dichos servicios reciban recursos humanos y financieros suficientes;

(c)Lleve a cabo programas de concienciación para sensibilizar al público sobre los derechos y necesidades de los niños con discapacidad y fomentar su inclusión en la sociedad;

(d)Proporcione capacitación al personal profesional que trabaja con niños con discapacidad, como los maestros, los trabajadores sociales y el personal médico, paramédico y conexo; 

(e)Vele por la participación de los niños con discapacidad y sus familias en la planificación, el seguimiento y la evaluación de las políticas y los programas; 

(f)Tenga en cuenta la Observación general Nº 9 del Comité (2006) sobre los derechos de los niños con discapacidad.

Anexo IV: Referencias a la discapacidad en el informe de Túnez presentado al Comité de la CEDAW y en las respuestas a la Lista de Cuestiones (presentado en Mayo 2009, para ser discutidas en Octubre 2010) 
C. Nuevos logros legislativos durante el período comprendido entre 1999 y 2007

30. En el marco del seguimiento de la recomendación del Comité en la que “insta al Estado parte a que continúe el proceso de reformas legislativas” sobre esta materia (véanse las Observaciones finales del Comité de la CEDAW: Túnez 2002, A/57/38, párr. 191), se han adoptado numerosas medidas legislativas con el fin de combatir todas las formas de discriminación contra la mujer y elevar el contenido de los derechos de la mujer a un nivel superior. Entre las medidas recientes, cabe destacar particularmente las siguientes:

- La Ley No. 2002-32 de 12 de marzo de 2002, relativa al régimen de seguridad social para determinadas categorías de trabajadores en los sectores agrícola y no agrícola, entre ellos los empleados domésticos, y que instituyó en su favor un régimen de seguridad social en el que se incluye la concesión de prestaciones de atención y pensiones para las personas ancianas, minusválidas y sobrevivientes;

- La Ley No. 2006-58 por la que se establece un régimen de trabajo a tiempo parcial con el beneficio de dos tercios del salario para las madres de hijos de poca edad o con discapacidades, conservando al mismo tiempo la plenitud de sus derechos a la promoción, a las vacaciones, a la jubilación y a la cobertura social, con el fin de “impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar” (párr. 2 del art. 11 de la CEDAW);

A.3. En la enseñanza superior

159. La tasa de escolarización de las niñas pasó del 19,4% en 1999/2000 al 41% en 2006/2007, frente, a, respectivamente, el 18,8% y el 29,1% en el caso de los niños.

160. Las niñas minusválidas representan actualmente:

– El 41,3% del total de niños minusválidos integrados en el sistema de

educación ordinario;

– El 38% de los alumnos inscritos en centros de educación y de formación

especializada;

– El 14,4% de los alumnos de formación profesional especializada.

Respuesta a la lista de cuestiones (solo disponible en francés)
A l’évidence, tout individu ayant harcelé sexuellement une femme par des gestes, paroles ou des signes continus, et qui touche à sa pudeur, sera puni d’une année de prison et d’une amende de l’ordre de trois mille dinars. Cette peine sera en fait doublée si la victime est un enfant ou une personne handicapée.

Des dispositions ont été prises pour que toutes les catégories de la population accèdent à l’éducation : les enfants issus aussi bien du milieu urbain que du milieu rural, les enfants porteurs d’handicaps, les enfants aux besoins spécifiques.

Cette loi a été consolidée par la loi n° 2005-83 du la protection des personnes handicapées qui vise personnes handicapées et les autres personnes, ainsi que leur promotion et leur protection contre toutes formes de discrimination. Elle stipule également, que "la réhabilitation, l’éducation, l’enseignement, la formation professionnelle des personnes handicapées sont considérés comme une responsabilité nationale".

Par ailleurs, il importe de mettre en exergue le fait que les filles handicapées jouissent du même droit d’accès à l’éducation que les autres élèves. En effet, outre les établissements spécialisés qui relèvent du Ministère des Affaires Sociales et qui accueillent les enfants portant des handicaps lourds, l’Etat tunisien met en œuvre un programme d’intégration scolaire à l’intention des enfants (filles et garçons) souffrant de handicaps légers pour leur permettre de suivre une scolarité normale et favoriser ainsi leur insertion sociale.

Ce programme consiste à créer des classes intégrantes avec une formation appropriée de l’enseignant afin qu’il puisse adapter sa pédagogie au profil des apprenants. Il englobe également l’aménagement des espaces dans ces établissements, de telle sorte que l’élève handicapé puisse accéder à l’école, s’y déplacer et disposer librement des différents services.

En effet, l'article 3 de cette loi dispose que la formation professionnelle est fondée, dans ses contenus et dans son organisation, sur le principe d’égalité des chances entre tous les demandeurs de formation, en veillant au respect des dispositions de la législation en vigueur concernant les personnes handicapées.

Pour ce qui est du régime de l’exercice à mi-temps avec le bénéfice de deux-tiers du salaire au profit des mères, la loi n° 2006-58 du 28 juillet 2006 a institué un régime spécial de travail à mi-temps avec le bénéfice de deux tiers (2/3) du salaire au profit des mères ayant un ou plusieurs enfants âgés de moins de seize ans (16 ans). Les enfants handicapés ne sont pas concernés par cette condition d’âge limite.
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